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Ley 3/1993, Forestal de la Comunidad Valenciana 

 
LEY 3/1993, DE 9 DE DICIEMBRE, DE LA GENERALITAT VALENCIANA, 
FORESTAL DE LA COMUNIDAD VALENCIANA. (DOGV núm. 2168, de 21.12.93). 

(Corrección de errores DOGV núm. 2195, de 28.01.94) 

 

Introducción. 

Sea notorio y manifiesto a todos los ciudadanos, que las Cortes Valencianas han aprobado y 
yo, de acuerdo con lo establecido por la Constitución y el Estatuto de Autonomía, en nombre 
del Rey, promulgo la siguiente Ley: 

 

Preámbulo.  

La gestión de los recursos forestales es una tarea que ha de ser llevada a cabo en el marco de 
una política forestal que concilie las demandas planteadas por los diversos grupos sociales, 
con la capacidad de aquellos recursos para su producción sostenible. Para ello, la política 
forestal necesita el apoyo de una legislación específica que posibilite la aplicación de los 
principios generales encaminados a la consecución de estos objetivos que demanda la 
sociedad. 

Conforme evoluciona el nivel de vida y en la medida en que se diversifican las peculiaridades 
de cada comunidad, las demandas sociales cambian y se hace, por tanto, necesario revisar la 
legislación disponible y adaptarla a las condiciones globales del momento y del lugar en los que 
se han de administrar los recursos en cuestión. 

Es, en efecto, un hecho comprobado que el proceso de desarrollo económico y cultural de una 
sociedad lleva consigo una evolución de la actitud adoptada por aquélla ante los bosques, así 
como de la utilización que se hace de los recursos naturales. 

En este sentido, conviene recordar que las demandas sociales que cabe plantearse respecto 
de los recursos forestales son, básicamente, de tres tipos: funciones estrictamente ecológicas o 
reguladoras de la dinámica de la biosfera; servicios de orden cualitativo (culturales, educativos, 
recreativos, de mejora de la calidad de vida y otros), y producción directa de bienes tangibles y 
mensurables. 

En la Comunidad Valenciana, el disfrute que nuestra sociedad demanda de los recursos 
forestales responde, en líneas generales, a un nivel de desarrollo posindustrial, caracterizado 
por una utilización de los recursos principalmente enfocada a la protección ambiental y al 
recreo; una extensión forestal más o menos estable y una intensidad de su aprovechamiento 
mediatizada por factores ecológicos y sociales. 

La Ley tiene en cuenta desigualdades existentes en la Comunidad Valenciana, tanto por lo que 
concierne al nivel de desarrollo económico general como a la producción de recursos forestales 
y a las demandas que sobre éstos se plantean. Estas desigualdades son particularmente 
relevantes si se tiene en cuenta el carácter externo característico de los beneficios que ofrecen 
los recursos forestales, lo cual reclama una acción solidaria que, mediante la articulación de 
una serie de medidas políticas compensatorias, haga justicia a una situación en la que, de 
hecho, existe un aprovechamiento de bienes pertenecientes a habitantes del medio rural por 
parte de habitantes de zonas urbanas. Estas medidas compensatorias deberán tener como 
resultado inmediato una mayor vinculación de los habitantes de las comarcas a sus propios 
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Se establece una idea fundamental para la gestión forestal, consistente en que los montes, 
como ecosistemas que son, deben ser tratados de un modo integrado, en el que sean 
atendidos conjuntamente el medio físico, la flora y la fauna, a fin de preservar, en lo posible, la 
diversidad biológica y asegurar el mantenimiento de los principales procesos ecológicos. En 
consonancia con lo anterior, y teniendo en cuenta las especiales características de los montes 
valencianos, en razón de sus condiciones naturales y de la influencia humana, se establecen 
como objetivos principales la potenciación de los ecosistemas forestales en cuanto que 
referencia cultural; valorar y gestionar los matorrales como etapas de desarrollo del 
ecosistema; mantener, proteger y ampliar las cubiertas vegetales que puedan preservar y 
contrarrestar los procesos de erosión de los suelos, y compatibilizar el monte con la realización 
de otros aprovechamientos tales como los cinegéticos, el pastoreo y la recogida de productos, 
etc. Asimismo, también se fijan como objetivos la mejora de las explotaciones forestales, 
mediante la regulación del aprovechamiento ordenado y sostenible de los bosques como fuente 
de productos directos diversos y renovables. Se pretende, por último, fomentar el uso 
recreativo y lúdico de los espacios forestales en tanto que sea compatible con los objetivos 
anteriores y promover la participación de los propios ciudadanos en su mantenimiento y 
ampliación. 

Se crea el Consejo Forestal de la Comunidad Valenciana, como órgano consultivo en materia 
forestal en el que se integrarán, entre otros, representantes de los municipios, de los 
propietarios, de las universidades, de los organismos agrarios y de las organizaciones 
relacionadas con la conservación de la naturaleza. 

La presente Ley, respetuosa con la autonomía municipal, fomenta la intervención de las 
corporaciones locales en la administración y gestión de sus recursos forestales, y elimina 
trabas burocráticas para su desarrollo, a fin de aumentar la vinculación entre el monte y sus 
habitantes y promover la asunción de las responsabilidades que ello genere. La Generalidad 
Valenciana podrá asumir las competencias de las corporaciones locales a petición de éstas, sin 
perjuicio de una cooperación permanente para la consecución de los objetivos previstos en la 
Ley y, en particular, para la vigilancia de los montes. Se prevé la posibilidad de delegar la 
gestión forestal en los municipios y que, a la hora de distribuir subvenciones, las 
Administraciones valencianas tengan en cuenta la superficie forestal de cada término municipal 
y la carga que ello supone, al objeto de devolver, por esta vía, parte del bienestar 
medioambiental que estos municipios transfieren a las zonas no forestales. Igualmente, se 
dispone que se favorezca a las zonas forestales mediante actuaciones de la Generalidad 
Valenciana compatibles con el monte, a fin de compensar los aspectos desfavorables que la 
conservación del monte en buen estado pueda tener para los municipios ubicados en estas 
zonas. Con estas medidas se contribuirá no sólo a la mejora de la gestión forestal, sino que a 
la vez mejorará la calidad de vida de los ciudadanos de estas comunidades. 

En la regulación de los instrumentos de política forestal se establece un Plan General de 
Ordenación Forestal que, además de fijar los criterios fundamentales de esta Ley, determinará 
la ordenación a largo plazo de las distintas demarcaciones forestales, según el grado de 
protección que sea necesario aplicarles y según sus peculiaridades forestales, ecológicas y 
socio-económicas. Previamente, habrá de elaborarse un inventario forestal en el que figurará 
una relación descriptiva de los terrenos forestales de la Comunidad Valenciana. 

En el ámbito de la gestión forestal se fomentará la agrupación de terrenos forestales públicos o 
privados, a fin de superar el obstáculo que supone una propiedad atomizada para una gestión 
eficaz, como medida alternativa a la adquisición de terrenos por la Generalidad Valenciana. Se 
establecen, por otra parte, unas zonas de actuación urgente en virtud de una serie de 
circunstancias que así lo aconsejen. 

Se dota a la Administración de instrumentos para poder intervenir en los montes de los 
particulares para su repoblación, de modo que éstos habrán de hacerlo forzosamente si bien 
mediante convenios con la Administración en los que la aportación de éstos se determinará en 
función de la capacidad productiva del monte. 
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Con todo ello es objetivo de esta Ley dar respuesta a las demandas manifestadas por un 
amplio movimiento cívico que, desde diferentes plataformas, ha dado un importante impulso a 
la sensibilización social al respecto dentro del territorio valenciano. 

Esta Ley pretende, en definitiva, contribuir al fortalecimiento de nuestras instituciones de 
autogobierno, insertándola en nuestro ordenamiento jurídico y promoviendo la necesaria 
integración con la normativa concerniente a ordenación del territorio, impacto ambiental, 
parajes naturales, planificación hidrológica, conservación del patrimonio autonómico y tantas 
otras disciplinas a las que la política forestal puede servir de instrumento. 

 
TÍTULO I. 

DISPOSICIONES GENERALES. 
CAPÍTULO I. 

DEFINICIÓN Y PRINCIPIOS GENERALES. 

Artículo 1.  

La presente Ley tiene por objeto el establecimiento del régimen legal específico de los montes 
o terrenos forestales radicados en la Comunidad Valenciana. 

Artículo 2.  

(Redacción según Ley 10/1998, de 28 de diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y 
Financiera, y de Organización de la Generalidad Valenciana.) 

A los efectos de la presente Ley, son montes o terrenos forestales todas las superficies 
cubiertas de especies arbóreas, arbustivas, de matorral o herbáceas, de origen natural o 
procedentes de siembra o plantación, que cumplan o puedan cumplir funciones ecológicas, de 
protección, de producción, de paisaje o recreativas. Igualmente, se considerarán montes o 
terrenos forestales: 

a. Los enclaves forestales en terrenos agrícolas. 
b. Los terrenos que, aun no reuniendo los requisitos señalados anteriormente, queden 

adscritos a la finalidad de su transformación futura en forestal, en aplicación de las 
previsiones contenidas en esta u otras Leyes y en los planes aprobados en ejecución 
de las mismas. 

c. Las pistas y caminos forestales. 

Artículo 3.  

1. No tendrán la consideración legal de terrenos forestales: 

a. Los suelos clasificados legalmente como urbanos o aptos para urbanizar, desde la 
aprobación definitiva del Programa de Actuación Urbanística. 

b. Los dedicados a siembras o plantaciones de cultivos agrícolas. 
c. Las superficies destinadas al cultivo de plantas y árboles ornamentales, y viveros 

forestales. 

2. Los terrenos forestales incluidos en espacios naturales protegidos se regirán por su 
normativa específica, sin perjuicio de que les sean aplicables los preceptos de esta Ley que 
contengan superiores medias de protección. 

Artículo 4.  

1. Las facultades del derecho de propiedad forestal se ejercerán en los términos previstos en la 
legislación básica del Estado, en esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico, que delimitan 
su contenido de acuerdo con su función social. 
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m. Crear en las zonas periféricas del bosque de menor riesgo de degradación espacios de 
esparcimiento y disfrute del bosque, adonde encauzar la demanda de usos recreativos 
de los ciudadanos. 

2. Para el cumplimiento de los objetivos previstos en el punto anterior, la Generalidad 
Valenciana podrá utilizar las siguientes formas de actuación: 

a. Ordenación y planificación de los recursos forestales, clasificando los terrenos 
forestales en función de los mismos, limitando su uso y aprovechamientos en razón de 
la protección que sea necesaria para la conservación de la cubierta vegetal. 

b. Fomento de las actividades privadas dirigidas al cumplimiento de los objetivos 
previstos. 

c. Defensa de la propiedad forestal de utilidad y dominios públicos. 
d. Regulación de las actuaciones en el medio forestal y sanción de las infracciones que se 

cometan. 
e. Incrementar la propiedad forestal patrimonial de la Generalidad Valenciana. 
f. Cualquier otra que sea congruente con el cumplimiento de la presente Ley. 

 
CAPÍTULO IV. 

DE LA TITULARIDAD Y CLASIFICACIÓN. 

Artículo 7.  

1. Los terrenos forestales, en razón de su pertenencia, se clasifican en públicos y privados. 

2. Son montes o terrenos forestales públicos los pertenecientes a una persona jurídico-pública. 

3. Los montes o terrenos forestales de propiedad pública pueden ser o de dominio público o 
patrimoniales, pudiendo ser estos últimos de utilidad pública. 

4. Son montes o terrenos forestales de propiedad privada los que pertenecen a personas 
físicas o jurídicas de derecho privado, pudiendo ser estos últimos protectores. 

Artículo 8.  

1. Serán de dominio público los terrenos forestales que hayan sido afectados a un uso o 
servicio público, o que lo sean por aplicación de una norma del Estado. En el ámbito de la 
Comunidad Valenciana, podrán declararse de dominio público, además, aquellos montes o 
terrenos forestales que se vinculen a la satisfacción de intereses generales y, en concreto, a la 
protección y mejora de la calidad de vida y a la defensa y restauración del medio ambiente. 

2. La afectación al dominio público se producirá por acuerdo específico del Gobierno 
Valenciano, previa instrucción de expediente en el que, en todo caso, deberá ser oída la 
entidad pública afectada y se acredite que el monte, por su estado actual o como consecuencia 
de su futura transformación, tenga alguna de las características o funciones siguientes: 

a. Protección y conservación de los suelos, evitando su erosión. 
b. Regulación de las alteraciones del régimen hídrico y defensa de tierras de cultivos, 

poblaciones, canalizaciones o vías de comunicación en las grandes avenidas. 
c. Ubicación en áreas permeables de afloramiento de acuíferos subterráneos. 
d. Los terrenos forestales que constituyan ecosistemas que permitan mantener 

determinados procesos ecológicos esenciales y la diversidad biológica o sirvan de 
refugio a la fauna silvestre. 

e. Los que formen masas arbóreas naturales de especies autóctonas o matorrales de 
valor ecológico. 

f. Los que signifiquen elementos importantes del paisaje. 
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3. Los dos catálogos mencionados en los apartados anteriores, serán regulados por el 
Reglamento. 

 
SECCIÓN II. DE LA CATALOGACIÓN. 

Artículo 12.  

1. En el Catálogo de Montes de Dominio Público y de Utilidad Pública y en el de Montes 
Protectores de la Comunidad Valenciana se inscribirán las ocupaciones, concesiones, 
servidumbres y demás derechos reales que graven los bienes inscritos. 

2. La administración podrá autorizar las ocupaciones, concesiones, servidumbres y demás 
derechos reales si son compatibles con la persistencia de los valores naturales de los montes 
demaniales y de utilidad pública y de los protectores. Su duración será por tiempo determinado, 
siendo el período máximo fijado reglamentariamente. (Redacción según Ley 16/2010, de 27 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y Financiera, y de Organización de la Generalitat.) 

Esta utilización privativa, en el caso de los montes de dominio público y utilidad pública, 
generará una contraprestación equivalente a favor de la administración propietaria del monte 
que podrá hacerse efectiva mediante la ejecución por el beneficiario de un proyecto de mejora 
del medio forestal, que se desarrollará durante todo el periodo de afección al monte de utilidad 
pública. 

Dicho proyecto se ejecutará bajo la dirección de la administración forestal, que fijará la cuantía 
anual de la actuación y sus actualizaciones. 

En el caso de que la contraprestación se realice mediante un ingreso, éste tendrá la 
consideración de aprovechamiento. 

La administración podrá revocar estas autorizaciones por causa declarada de incompatibilidad 
de los derechos de ocupación con los intereses y objetivos forestales regulados en esta Ley, 
sin perjuicio de la indemnización a que haya lugar, en su caso. 

Artículo 13.  

En el catálogo de Montes de Dominio Público y de Utilidad Pública y en el de Montes 
Potectores de la Comunidad Valenciana constarán, en todo caso, las siguientes características, 
si concurriesen: 

a. Terrenos forestales situados en las cabeceras de las cuencas hidrográficas, cuya 
función prioncipal consista en contener los procesos de erosión y el deterioro de los 
recursos hidrológicos, con independencia de sus potencialidades productoras. 

b. Terrenos forestales situados en las riberas de los ríos, arroyos y torrentes, y si su 
finalidad medioambiental permite o no la compatibilidad con la producción forestal y, en 
su caso, selvícola. 

c. Terrenos forestales próximos a poblaciones, cuya función primordial responda a 
criterios de recreo y paisaje, sin perjuicio de las funciones de conservación del espacio. 

 
CAPÍTULO VI. 

DE LAS COMPETENCIAS DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS. 

Artículo 14.  
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2. El Consejo Asesor y de Participación del Medio Ambiente informará sobre el Plan General de 
Ordenación Forestal y los anteproyectos de ley o proyectos de decreto de la Generalitat 
Valenciana en materia forestal, así como otros asuntos que reglamentariamente se le atribuyan 
o que, por su especial relevancia, se sometan a estudio. 

TÍTULO II. 
DE LA POLÍTICA FORESTAL. 

CAPÍTULO I. 
DE LA PLANIFICACIÓN FORESTAL. 

Artículo 19.  

1. Para la consecución de los objetivos previstos en esta Ley, la Generalidad Valenciana 
ordenará y planificará los recursos forestales de la Comunidad Valenciana. 

2. Como trámite previo a la formulación del Plan General de Ordenación Forestal de la 
Comunidad Valenciana y a la determinación de las potencialidades de los terrenos forestales, 
la Administración elaborará un Inventario Forestal, que contendrá, como mínimo, las siguientes 
determinaciones: 

a. Enumeración y descripción de las superficies, existencias, estados de conservación y 
de crecimiento de los terrenos forestales. 

b. Análisis descriptivo y cuantitativo de las características de los terrenos forestales, así 
como de sus potencialidades productoras y sus características ambientales y 
ecológicas. 

Artículo 20.  

1. A partir del Inventario y en el plazo de dos años desde su elaboración, el Gobierno 
Valenciano aprobará el Plan General de Ordenación Forestal de la Comunidad Valenciana, el 
cual tendrá vigencia indefinida, si bien se revisará al menos cada quince años. 

2. Los criterios que inspirarán el Plan General de Ordenación Forestal serán los siguientes: 

a. La conservación, mejora y reconstrucción de la cubierta vegetal natural de los terrenos 
forestales con el objetivo de conseguir las formaciones vegetales potenciales en la 
medida de lo posible. 

b. La defensa del suelo contra la erosión. 
c. Regular el aprovechamiento ordenado de los montes como fuente de recursos 

naturales renovables, haciéndolo compatible con la protección del medio natural. 
d. Compatibilizar con los anteriores criterios la función social del monte como marco 

natural de esparcimiento y recreo. 
e. Acciones de prevención que protejan la cubierta vegetal contra incendios, plagas, 

contaminación atmosférica y otros agentes nocivos. 
f. Determinar las actividades de primera transformación de los productos del monte que 

mejoren la economía rural y fomenten la creación de empleo. 
g. Fomentar el conocimiento, respeto e implantación de la vegetación natural del territorio 

de la Comunidad Valenciana. 

3. El Plan General de Ordenación Forestal será elaborado por la Consejería de Medio 
Ambiente, y aprobado por el Gobierno Valenciano, con informe del Consejo Forestal, y previo 
un procedimiento que garantice la información pública y la audiencia a las entidades locales y 
al resto de administraciones públicas afectadas. 

Una vez aprobado el Plan General de Ordenación Forestal será presentado a las Cortes 
Valencianas. 

El mismo procedimiento se seguirá para su modificación y revisión. 
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1. La Administración, previa audiencia a los propietarios, podrá declarar determinadas áreas 
como Zonas de Actuación Urgente (ZAU), con la finalidad de conservarlas y favorecer su 
restauración siempre que en ellos concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

a. Terrenos degragados o erosionados o con riesgo manifiesto de estarlo. 
b. Terrenos afectados por un incendio forestal en los que no sea previsible su 

regeneración natural. 
c. Terrenos afectados por circunstancias meteorológicas o climatológicas adversas de 

carácter extraordinario. 
d. Terrenos afectados por plagas o enfermedades forestales que les hayan ocasionado 

graves perjuicios. 
e. Terrenos en que haya superficies de dunas litorales en peligro. 
f. Terrenos con fauna o flora de especial valor. 
g. Terrenos afectados por cualquier alteración ecológica grave o con riesgo de afectarle. 

2. La declaración se efectuará mediante Decreto del Gobierno Valenciano, y en ella se 
delimitará el perímetro a que afecta y se definirán las medidas a adoptar para subsanar las 
deficiencias señaladas, así como el plazo para su ejecución y las dotaciones económicas que 
en su caso comportarán. El expediente se podrá instruir de oficio o a instancia de las entidades 
locales en las que se encuentren situados estos terrenos. 

3. Sin perjuicio de las ayudas que puedan establecerse, las medidas se ejecutarán por los 
propietarios de los terrenos. No obstante, éstos podrán convenir con la Administración su 
ejecución, aportando medios personales o materiales o, en su defecto, terrenos. 

4. La declaración podrá, igualmente, limitar e incluso prohibir los aprovechamientos que sean 
incompatibles con su finalidad, por el tiempo estrictamente necesario. 

Artículo 25.  

1. La Administración programará sus actuaciones encaminadas a la conservación, mejora, 
protección y aprovechamiento de los terrenos forestales. 

2. Para la gestión de los terrenos forestales de dominio público, de utilidad pública o 
protectores, la Administración aprobará Programas de Gestión y Mejora Forestal. 

3. La elaboración de los Programas a que hace referencia el apartado anterior se efectuará por 
la Administración con audiencia de los propietarios de los terrenos. 

4. La Administración podrá tramitar y aprobar Programas de Gestión y Mejora Forestal para 
otros terrenos forestales a instancias de sus propietarios. 

Artículo 26.  

1. Podrán elaborarse proyectos de ejecución para los montes de dominio público, de utilidad 
pública y protectores. En los mismos términos, podrán elaborarse para el resto de los montes 
cuando se haya redactado para ellos un Programa de Gestión y Mejora Forestal conforme al 
artículo anterior. 

2. Los proyectos de ejecución serán elaborados por las entidades públicas o privadas que 
gestionen el monte, sin perjuicio del deber de comunicar a la Administración forestal su 
contenido, remitiendo una copia del mismo al objeto de su control y seguimiento. 

3. Para aquellos montes que no tengan previamente aprobado un Programa de Gestión y 
Mejora Forestal, sus propietarios podrán elaborar proyectos de ejecución que, previamente a 
su ejecución, requerirán el informe de la Administración. 
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3. La Administración forestal potenciará viveros forestales para la producción, sobre todo, de 
especies autóctonas, así como la creación de bancos de semillas de especies vegetales 
propias de la Comunidad Valenciana. 

 
CAPÍTULO IV. 

DE LOS APROVECHAMIENTOS. 

Artículo 30.  

1. La Consejería de Medio Ambiente fomentará y desarrollará el aprovechamiento de los 
terrenos forestales, ordenándolos en su condición de recursos naturales renovables, en función 
de la capacidad de carga de los ecosistemas y con unas condiciones de explotación que eviten 
daños, tanto a la vegetación como al suelo. 

2. A los efectos de esta Ley son aprovechamientos forestales las maderas, leñas, cortezas, 
pastos, frutos, resinas, plantas aromáticas, plantas medicinales, setas y trufas, productos 
apícolas y, en general, los demás productos y subproductos propios de los terrenos forestales. 
Igualmente son aprovechamientos las actividades cinegéticas, que se regularán por su 
legislación específica. 

3. Es competencia de la Administración forestal la enajenación de los aprovechamientos 
forestales de los montes de propiedad de la Generalidad Valenciana. 

Artículo 31.  

(Redacción según Ley 16/2010, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y 
Financiera, y de Organización de la Generalitat.) 

1. Los aprovechamientos en terrenos forestales, cualquiera que sea la naturaleza del monte, 
necesitarán autorización expresa de la administración forestal competente, salvo los supuestos 
previstos en los siguientes apartados. 

2. Para los aprovechamientos que se efectúen conforme a instrumentos de gestión 
expresamente aprobados por la administración forestal, bastará que el interesado presente una 
declaración responsable, en la que se manifieste, bajo su responsabilidad, la descripción de las 
actuaciones a realizar, fecha y lugar de la ejecución de las mismas, que se encuentran 
previstas en un instrumento de gestión aprobado por la administración, referenciando el mismo 
con indicación del título, fecha y órgano que lo aprobó, así como cualquier otro dato que 
permita la identificación inequívoca de dicho instrumento, y el compromiso de ejecutarlas 
conforme a lo previsto en dicho instrumento. 

3. Para los aprovechamientos de leñas de coníferas, y los que sean necesarios para el 
mantenimiento y mejora de las plantaciones forestales, será suficiente la comunicación previa. 

4. No necesitarán autorización, comunicación previa ni declaración responsable, salvo que esté 
regulado expresamente, la extracción de leñas residuales de aprovechamientos maderables o 
de limpias y podas con destino a usos domésticos, así como la recogida consuetudinaria 
episódica de frutos, plantas y setas, con consentimiento tácito del propietario, si bien podrá 
regularse su ejercicio e incluso prohibirse totalmente cuando éste resulte gravemente 
perjudicial, por su intensidad u otras causas, para la flora, la fauna o alguno de los objetivos de 
la presente Ley. 

5. Los instrumentos de gestión y las autorizaciones fijarán, en su caso, los condicionamientos 
técnicos a que habrán de someterse los aprovechamientos forestales y el plazo de su vigencia. 

Artículo 32.  
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condicionar en su intensidad e incluso prohibir cuando las condiciones del suelo, del clima o las 
especies animales que pasten puedan hacer peligrar el mantenimiento de los ecosistemas. 

4. Los recursos cinegéticos se aprovecharán conforme a su legislación específica. No obstante, 
requerirá la autorización específica de la Administración medioambiental la caza en terrenos 
forestales con árboles jóvenes, así como la aclimatación de especies cinegéticas. Ambas 
actividades se podrán denegar cuando puedan ser perjudiciales para la regeneración del monte 
o impidan o dificulten gravemente los objetivos de la presente Ley. 

Cualquier otro uso o aprovechamiento de los montes o terrenos forestales será susceptible de 
control por la Administración medioambiental, que podrá limitarlo o prohibirlo cuando pueda 
afectar gravemente al funcionamiento de los ecosistemas. 

Artículo 35.  

(Redacción según Ley 16/2010, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y 
Financiera, y de Organización de la Generalitat.) 

1. La saca o extracción de los productos forestales se efectuará a través de las vías 
previamente autorizadas por la administración. 

2. Para las vías de saca previstas en un instrumento técnico de gestión, aprobado 
expresamente por la administración forestal, bastará que el interesado presente una 
declaración responsable, en la que se manifieste, bajo su responsabilidad, la descripción de las 
actuaciones a realizar, fecha y lugar de la ejecución de las mismas, que se encuentran 
previstas en un instrumento de gestión aprobado por la administración, referenciando el mismo 
con indicación del título, fecha y órgano que lo aprobó, así como cualquier otro dato que 
permita la identificación inequívoca de dicho instrumento, y el compromiso de ejecutarlas 
conforme a lo previsto en dicho instrumento. 

3. Las vías son accesos temporales, asociados a la extracción de recursos objeto de 
aprovechamiento y que se ejecutan en el momento de la extracción del aprovechamiento para 
cuyo fin se utilicen. Su trazado y densidad serán los estrictamente necesarios para el fin de la 
extracción, y se detallarán en el correspondiente instrumento técnico de gestión o, en su 
defecto, vendrán indicados en la solicitud del aprovechamiento al que va ligado. Queda 
prohibido el acceso durante su vida útil a los vehículos de motor ajenos al aprovechamiento, y 
deberán realizarse las acciones necesarias para su clausura, reparación y restauración, una 
vez finalice la extracción de los aprovechamientos para la que se ejecutó. 

Artículo 36.  

1. Las entidades públicas propietarias de montes o terrenos forestales están obligadas a 
invertir, al menos, el 15 % del importe de los aprovechamientos en la ordenación y mejora de 
las masas forestales. 

2. Dicho porcentaje podrá incrementarse, mediante acuerdo del Gobierno Valenciano, para los 
aprovechamientos de aquellos montes o zonas que requieran mejoras extraordinarias. 

3. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento al que habrá de someterse la 
obligación establecida en el presente artículo, cuya gestión y justificación podrá delegarse en 
los municipios, en la forma prevista en el artículo 17 de la presente Ley. 

Artículo 37.  

En la adjudicación de los aprovechamientos de los montes públicos habrá de prestarse 
especial consideración a los habitantes de los municipios rurales de la zona, fomentándose 
fórmulas asociativas para su gestión. 
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terrenos forestales de propiedad privada. Dicha expropiación se llevará a cabo conforme lo 
previsto en la legislación de expropiación forzosa. 

2. Se declaran genéricamente de utilidad pública, a los efectos de la expropiación forzosa de 
los terrenos forestales, los fines establecidos por la presente Ley. El acuerdo del Gobierno 
Valenciano por el que se declare que concurren los requisitos que, conforme a la presente Ley, 
facultan para la expropiación forzosa llevará aneja la utilidad pública de todos los bienes y 
derechos afectados. 

Artículo 42.  

El deslinde y amojonamiento de los montes o terrenos forestales de propiedad pública se 
efectuará por la propia Administración de oficio o a instancia de los propietarios colindantes 
quienes, en este último caso, habrán de comprometerse a pagar su coste y afianzar su 
compromiso. 

Artículo 43.  

La Generalidad Valenciana incorporará a su patrimonio los terrenos rústicos vacantes y baldíos 
no inscritos en el Registro de la Propiedad cuyas características los hagan aptos para fines 
forestales, de conformidad con lo establecido en la legislación básica estatal. 

 
TÍTULO IV. 

DE LA ACCIÓN ADMINISTRATIVA. 
CAPÍTULO I. 

DE LA ADMINISTRACIÓN FORESTAL. 

Artículo 44.  

La Administración forestal fomentará y estimulará las actividades y la participación activa de los 
propietarios y particulares en el cumplimiento de los objetivos previstos por la presente Ley. 

Artículo 45.  

1. La Administración someterá a informe de los entes locales, a cuyo ámbito territorial afecten, 
los instrumentos de ordenación y programación de los terrenos forestales y las declaraciones 
de zonas de actuación urgente y de áreas de alto riesgo de incendio. 

2. Los municipios podrán elaborar los Programas de Gestión y Mejora de los montes de su 
propiedad o, en su defecto, ejecutarán los aprobados por la administración de la Generalidad. 

 
CAPÍTULO II. 

DE LAS ACCIONES CONCERTADAS. 

Artículo 46.  

1. Para el logro de los objetivos de la presente Ley podrán establecerse acciones concertadas 
mediante convenios con los municipios, los propietarios y los particulares. Preferentemente, su 
objeto será la gestión, conservación y mejora de los terrenos forestales catalogados. 

2. A los efectos de esta Ley, se considerarán acciones concertadas: 

a. Los convenios que se formalicen para la gestión pública de terrenos forestales 
catalogados o no. 
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en dicho instrumento. (Redacción según Ley 16/2010, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, de 
Gestión Administrativa y Financiera, y de Organización de la Generalitat.) 

e. Se prohíben los aprovechamientos no previstos o superiores a los señalados en los 
correspondientes Programas, o no autorizados conforme a éstos, salvo los supuestos 
previstos en la Ley. 

f. La realización de obras, instalaciones o infraestructuras, directa o indirectamente 
relacionadas con las masas forestales, se efectuará conforme a las previsiones de la 
presente Ley. 

 
CAPÍTULO II. 

DE LOS DEBERES DE LOS PROPIETARIOS. 

Artículo 49.  

1. Constituyen deberes genéricos de los propietarios de los terrenos forestales, sin perjuicio de 
lo establecido en la Ley de la Generalidad Valenciana 4/1992, de 5 de junio, del suelo no 
urbanizable: 

a. La conservación y utilización de los montes o terrenos forestales conforme a su 
destino, y de acuerdo con sus características edafológicas y morfológicas. 

b. La elaboración para los montes catalogados de los correspondientes Programas 
Técnicos de Gestión y Mejora Forestal y los proyectos de ejecución. 

c. La introducción de las mejoras necesarias y realización de las actuaciones precisas 
para la conservación, producción y utilización de los montes o terrenos forestales. 

2. Son deberes específicos de los titulares de los terrenos forestales: 

a. La repoblación forestal en los montes de dominio público y en los catalogados de 
utilidad pública o protectores. 

b. La realización de los aprovechamientos conforme a los principios y condiciones 
establecidos en esta Ley, y de acuerdo con el régimen previsto en los respectivos 
programas o proyectos. 

c. La lucha contra las plagas que puedan afectarle y la eliminación de los restos de talas, 
cuando haya un riesgo manifiesto de plagas o incendios, o cualquier otro que pueda 
afectar negativamente a la estabilidad del ecosistema. (Redacción según Ley 16/2010, de 27 
de diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y Financiera, y de Organización de la 
Generalitat.) 

d. La adopción de las medidas preventivas y extintivas necesarias frente a los daños 
catastróficos, y especialmente frente a los incendios forestales. 

e. Facilitar las actividades inspectoras de la Administración sobre los predios. 

3. El descuido, abandono o dejación del ejercicio de las facultades o deberes dominicales, que 
suponga graves implicaciones para la conservación y protección de los terrenos forestales o 
para el cumplimiento de sus funciones esenciales, podrá llevar aparejada la imposición de la 
sanción correspondiente, y en última instancia la expropiación. 

 
TÍTULO VI. 

PREVENCIÓN Y REPARACIÓN DE DAÑOS. 

Artículo 50.  

1. Corresponde a la Administración establecer las medidas adecuadas para vigilar y prevenir la 
erosión, las plagas, enfermedades, los incendios forestales y los efectos de la contaminación 
atmosférica sobre los bosques, así como para contrarrestar sus efectos. Igualmente, podrá 
declarar el tratamiento obligatorio en una zona y establecer las medidas cautelares precisas, 
mediante resolución motivada. 
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1. Para los tratamientos a los que se refieren los artículos anteriores sólo podrán utilizarse los 
productos autorizados y en las cuantías autorizadas. 

2. La aplicación de plaguicidas en grandes superficies requerirá la autorización previa de la 
Administración. 

 
CAPÍTULO III. 

DE LOS INCENDIOS FORESTALES. 

Artículo 55.  

1. Corresponde a la Administración de la Generalidad Valenciana la planificación, coordinación 
y ejecución de las medidas y acciones necesarias para la prevención y lucha contra los 
incendios forestales, conjuntamente con las demás Administraciones Públicas y en 
colaboración con los particulares. 

2. A estos efectos y sin perjuicio de lo que al efecto establezcan el Plan General de Ordenación 
Forestal y los Planes Forestales de Demarcación, la Administración forestal aprobará, dentro 
de estos últimos, los planes sectoriales de prevención de incendios forestales, que contendrán 
las previsiones necesarias, respecto a las actuaciones y medios para la prevención y extinción 
de incendios. 

3. Las entidades locales con terrenos forestales en su territorio podrán redactar Planes Locales 
de Prevención de Incendios que serán obligatorios para las situadas en zonas de alto riesgo de 
incendios forestales, debiendo ser remitidos a la Consejería de Medio Ambiente. Estos planes 
tendrán carácter subordinado respecto a los Planes Sectoriales de Incendios. 

Aquellos municipios que carezcan de medios para ello podrán solicitar apoyo técnico de la 
Administración forestal para su redacción. 

4. Reglamentariamente se establecerá el contenido mínimo de los planes previstos en este 
artículo. 

5. Los propietarios de los terrenos forestales y las entidades locales de las zonas de alto riesgo 
de incendio forestal tendrán la obligación de adoptar las medidas adecuadas para prevenir los 
incendios forestales, y deberán realizar por su cuenta los trabajos que les correspondan en la 
forma, plazos y condiciones fijados en los planes de prevención de incendios para lo cual 
podrán establecerse ayudas técnicas o económicas. 

En el caso de que los propietarios afectados no realizasen los trabajos indicados en el tiempo y 
forma que en cada caso se determine, se podrá acudir, previo apercibimiento, a la ejecución 
subsidiaria a costa del obligado. 

Con motivo de los trabajos de extinción de incendios forestales se podrá, aun sin contar con la 
autorización de los propietarios, entrar en terrenos forestales, utilizar caminos y aguas, abrir 
cortafuegos y establecer contrafuegos, dando cuenta posteriormente a la autoridad judicial, a 
los efectos procedentes, en el más breve plazo posible. 

Artículo 56.  

1. En el ámbito de lo establecido en el artículo anterior, los titulares de terrenos forestales y las 
entidades locales en cuyos territorios se declaren incendios deberán participar en los trabajos 
de extinción de los mismos, con todos sus medios técnicos y humanos. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación básica estatal respecto a la obligación de los 
particulares de intervenir en la extinción de incendios, los municipios podrán promover un 
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orden a la reparación del daño que pueda producir el incendio provocado por aquellos 
depósitos o vertederos. 

Artículo 61.  

1. La Consejería de Medio Ambiente limitará y/o prohibirá temporalmente aquellos 
aprovechamientos que sea necesario para asegurar el éxito de los trabajos de reforestación o 
su regeneración natural, o aquellos en que se haya producido o pueda producirse una 
degradación o pérdida grave del suelo o de la capa vegetal. 

2. Se suspenderá temporalmente el uso social o recreativo, así como los aprovechamientos 
consuetudinarios de los montes, cuando tales actividades entrañen riesgo grave para la 
conservación y protección del medio natural. 

Artículo 62.  

La Administración forestal emitirá informe preceptivo previo a la aprobación de cualquier 
instrumento de planificación que afecte a montes o terrenos forestales, y a la autorización 
administrativa que corresponda sobre cualquier proyecto o actuación pública o privada que 
tenga por objeto la ejecución de proyectos o la realización de obras o instalaciones que afecten 
a montes o terrenos forestales, salvo que los instrumentos de planificación o la obra, proyecto o 
actuación se encuentren sometidos, según la normativa vigente en cada momento, al 
procedimiento de estimación o evaluación de impacto ambiental, en cuyo caso bastará este 
último. 

Artículo 63.  

Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación específica, se someterán al procedimiento de 
estimación de impacto ambiental los proyectos que, afectando a terrenos forestales, se 
relacionan a continuación: 

a. Redes e infraestructuras de comunicaciones telefónicas y telegráficas. 
b. Redes de abastecimiento de aguas y saneamiento. 
c. Agrupación de fincas forestales y parcelarias. 
d. La construcción de caminos rurales, carreteras y pistas forestales, o la ampliación en 

más de un 40 % de su ancho de caja, cuando no estén sometidos a declaración de 
impacto, no sean necesarias para la defensa contra incendios y tengan una longitud del 
trazado superior a 500 metros, o el ancho inicial de la plataforma sea igual o superior a 
4 metros. (Redacción según Ley 16/2010, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión 
Administrativa y Financiera, y de Organización de la Generalitat.) 

e. Introducción de nuevas especies vegetales o animales. 
f. Las roturaciones de terrenos forestales, cuando no tengan por objeto una repoblación o 

plantación forestal, si se realizan en una superficie mayor a 10 ha, cuando no haya de 
someterse a declaración de impacto ambiental. (Redacción según Ley 16/2010, de 27 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y Financiera, y de Organización de la 
Generalitat.) 

g. Redes e infraestructuras de transporte de energía eléctrica, cuando no estén sometidas 
a declaración de impacto. 

h. Encauzamiento de barrancos y cauces fluviales y regeneración de riberas. 

 
TÍTULO VII. 
FOMENTO. 

CAPÍTULO I. 
MEDIDAS DE FOMENTO. 

Artículo 64.  
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c. Fomentará las actividades educativas, formativas y divulgativas sobre los montes, en lo 
relativo tanto a sus aspectos productores como ambientales, y de conservación de sus 
ecosistemas. 

d. Impulsará la modernización del aparato productivo de las empresas de explotación 
forestal y potenciará la creación de cooperativas y otras entidades asociativas entre los 
productores y los transformadores de productos forestales. 

 
TÍTULO VIII. 

INFRACCIONES Y SANCIONES. 
CAPÍTULO I. 

DE LA VIGILANCIA. 

Artículo 68.  

1. La Generalidad Valenciana y las Administraciones locales, por sí o agrupadas, velarán por el 
cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley, a través del personal funcionarial a su servicio 
que tenga atribuidas funciones de vigilancia. 

2. Todas las autoridades y funcionarios de la Comunidad Valenciana están obligados a poner 
en conocimiento de la Administración forestal cuantas actuaciones, acciones u omisiones 
conocieran que pudieran constituir una infracción a lo previsto en la presente Ley. 

3. El personal que tenga atribuidas funciones de vigilancia de los montes y el personal que 
preste el servicio civil sustitutivo, en colaboración con el personal que presta las mismas, 
tendrá la consideración de agente de la autoridad y podrá acceder a los montes o terrenos 
forestales con independencia de quien sea su titular. A los efectos de los correspondientes 
procedimientos para las imposiciones de sanciones, los hechos constatados por este personal 
que se formalicen en la correspondiente acta tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las 
pruebas que en defensa de sus derechos o intereses puedan señalar o aportar los interesados. 

4. Para la vigilancia de zonas de especial fragilidad, así como para períodos de riesgo de 
incendio o de otras catástrofes, el Consejero de Medio Ambiente podrá otorgar el 
nombramiento de guarda jurado medioambiental de la Comunidad Valenciana al personal 
necesario para atender el evento, que gozará de las prerrogativas a que se refiere el apartado 
anterior. Este personal podrá estar al servicio de la propia Administración, de las Corporaciones 
Locales de la Comunidad Valenciana o de particulares, si bien, en todo caso sus actuaciones 
en este punto serán coordinadas por la Consejería de Medio Ambiente. 

5. Por las Corporaciones Locales de la Comunidad Valenciana se podrá promover un 
voluntariado que colabore con la Administración en tareas de vigilancia y sensibilización hacia 
el cuidado del bosque. 

 
CAPÍTULO II. 

DE LAS INFRACCIONES. 

Artículo 69.  

Corresponde a la Consejería de Medio Ambiente la potestad para instruir los expedientes y 
sancionar las acciones u omisiones contrarias a lo dispuesto en la presente Ley, sin perjuicio 
de las competencias concretas de otras Administraciones. 

Artículo 70.  

1. La vulneración de las prescripciones contenidas en la presente Ley tendrá la consideración 
de infracción administrativa, y llevará consigo la imposición de sanciones a sus responsables, 
la obligación del resarcimiento de los daños e indemnización de los perjuicios y la restauración 
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c. Los aprovechamientos indebidos de leñas, cortezas o cualquier otro de los previstos en 
el Capítulo IV del Título II de la presente Ley, sin autorización o notificación previa de 
la Administración cuando sea preceptiva o sin someterse a las condiciones 
señaladas. 

d. La utilización de terrenos forestales en forma que provoque o pueda provocar o 
acelerar la degradación del suelo o de la cubierta vegetal. 

e. El pastoreo, y la caza en zonas prohibidas o realizado sin ajustarse a lo dispuesto en la 
presente Ley. 

f. La acampada y la colocación de carteles en zonas prohibidas o autorizadas sin 
someterse a las condiciones que se impongan. 

g. El incumplimiento de las medidas cautelares establecidas en la presente Ley con 
carácter obligatorio para la preservación de las masas forestales. 

h. La inobservancia de las disposiciones dictadas para la prevención de incendios y en 
especial la realización de fuego en lugares, zonas o días o períodos prohibidos 
conforme a la presente Ley. 

i. El uso de plaguicidas u otros productos no permitidos y la aplicación excesiva de los 
tolerados en las superficies forestales. 

j. La obstrucción de la actividad inspectora de la Administración y la resistencia a la 
autoridad. 

k. La ocupación de montes de titularidad pública sin autorización o concesión o el 
incumplimiento grave de las condiciones impuestas para otorgarla. 

l. La omisión de la diligencia debida o la falta de colaboración de los titulares de los 
terrenos forestales para prevenir o remediar los efectos de los riesgos de erosión, 
plagas y enfermedades o incendios forestales. 

m. La ausencia de comunicación o falta de diligencia en efectuarla por los titulares de 
los montes afectados por plagas o enfermedades. 

n. La realización de vertidos sólidos o líquidos en terrenos forestales, careciendo de 
autorización. 

o. Cualquier otra contravención de los preceptos de la presente Ley de la que derive la 
pérdida de la cubierta vegetal o daños graves para los montes. 

Artículo 73.  

1. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves. 

Reglamentariamente se introducirán las especificaciones o graduaciones necesarias para 
contribuir a la más correcta identificación de las conductas o a la más precisa determinación de 
las sanciones que correspondan. 

2. En todo caso, son infracciones muy graves: 

a. Las infracciones previstas en el artículo anterior de cuya comisión resulte la pérdida de 
la cubierta vegetal y de la capa edáfica, y potencialmente puedan ser causa de 
erosión o desertificación que afecten a superficies ubicadas en espacios protegidos, 
o sometidos al régimen especial de protección previsto en el artículo 29 de la 
presente Ley o a superficies de más de 20 hectáreas. 

b. La tala o destrucción sin autorización de especies incluidas en el régimen especial de 
protección a que se refiere el artículo 29 de la presente Ley. 

c. Las infracciones previstas en el artículo anterior referidas a incendios forestales, 
cuando de su comisión resulte la efectiva producción de un incendio forestal grave 
cuando afecte a terrenos protegidos, o de un alto valor ecológico o de una extensión 
de más de 20 hectáreas. 

d. La reincidencia en la comisión de faltas graves. 

3. En todo caso, son infracciones graves: 

a. Las infracciones previstas en el artículo anterior de cuya comisión resulte o pueda 
resultar la pérdida de la cubierta vegetal y de la capa edáfica y potencialmente 
puedan ser causa de erosión o desertización que sin afectar a los espacios 
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Artículo 76.  

En el supuesto de que la infracción pudiera ser constitutiva de delito o falta, la Administración 
dará traslado del expediente al Ministerio Fiscal, quedando en suspenso la actuación 
sancionadora en vía administrativa. Sin embargo, la vía penal no paralizará el expediente que 
se hubiera incoado en orden al restablecimiento de la situación anterior o, en su caso, al abono 
de daños o perjuicios por parte del presunto infractor. 

 

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. 

El Catálogo de Montes de Dominio Público y Utilidad Pública y el Catálogo de Montes 
Protectores se coordinarán con los estatales. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. 

Los fondos procedentes de la CEE u otros organismos con destino genérico a la conservación 
y mejora forestal, se destinarán al cumplimiento de los objetivos previstos en la presente Ley. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA.  

(Añadida por Ley 16/2003, de 17 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa y 
financiera, y de organización de la Generalitat Valenciana.) 

Las referencias al Consejo Forestal de la Comunidad Valenciana se entenderán hechas al 
Consejo Asesor y de Participación de Medio Ambiente de la Comunidad Valenciana. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA. 

Mantendrán su actual clasificación los terrenos que a la entrada en vigor de esta Ley estén 
declarados como de utilidad pública o protectores. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA. 

Las referencias a órganos forestales efectuadas por normas estatales anteriores a la entrada 
en vigor de la presente Ley, respecto a las competencias de la Generalidad Valenciana, se 
ejercerán por el órgano que corresponda según el Reglamento Orgánico y Funcional de la 
Consejería de Medio Ambiente, conforme a los criterios establecidos por la presente Ley. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA. 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido 
en la presente Ley. 

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. 

Las Leyes del Estado en materia de montes y de conservación de la naturaleza tienen el valor 
de Derecho supletorio respecto a lo establecido en la presente Ley, en las materias no 
reguladas en la misma o en aquellas disposiciones que puedan servirle de complemento, sin 
perjuicio de lo dispuesto en la normativa básica. 

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. 

Se faculta al Consejo para que pueda dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la 
aplicación y desarrollo de esta Ley. Su Reglamento ejecutivo se aprobará en el plazo de un año 
de su entrada en vigor. 


